
 

 

 

 

 
PODER JUDICIAL DEL 

ESTADO DE NUEVO LEÓN 

*C 00003963 646* 
CO000039637646 

SENTENCIAS 
SE DICTA SENTENCIA DEFINITIVA 

 
 

 
0026 
Monterrey, Nuevo León, a 04 de junio de 2025. 

 
Se procede a plasmar por escrito la SENTENCIA ABSOLUTORIA, 

dictada a favor de **********, por los delitos de feminicidio en grado de 
tentativa y equiparable a la violencia familiar, en la audiencia de fecha 
28 de mayo del año en curso, dentro de la carpeta judicial **********. 

 
Glosario e identificación de las partes: 

 

Acusado ********** 

Defensa pública Licenciado ********** 

Ministerio Público Licenciado ********** 

Víctima ******************** 

Asesor jurídico Licenciado ********** 

Código Penal ********** 

Código Nacional ********** 

 
Antecedentes del caso. 

 

Auto de apertura a juicio. Se dictó el 25 de octubre del año 2023, 
y posteriormente se remitió al área de enjuiciamiento. 

 
Audiencia de juicio a distancia. 

 
Cabe destacar que en la audiencia de juicio los sujetos procesales 

estuvieron enlazados a la sala de audiencias a través de 
videoconferencia, en atención a lo que disponen los artículos 44 y 51 del 
Código Nacional de Procedimientos Penales; pues, la misma permite 
cumplir con la formalidad de la oralidad exigida para todas las 
actuaciones procesales, debido que, mediante el uso del citado medio 
técnico disponible por el Tribunal de enjuiciamiento, permitió darle mayor 
agilidad, exactitud y autenticidad a la audiencia, dado que la 
videoconferencia fue sostenida en tiempo real, esto por medio del uso de 
la plataforma o herramienta tecnológica denominada “Microsoft Teams”, 
lo cual no representó impedimento alguno, para garantizar en todo 
momento, los principios que rigen en el presente proceso penal 
acusatorio. 

 
Competencia. 

 
Esta Autoridad es competente para conocer y resolver el presente 

asunto de manera unitaria, toda vez que los hechos delictivos que dieron 
origen a esta causa fueron clasificados como constitutivos de los delitos 
de feminicidio en grado de tentativa y equiparable a la violencia familiar, 
cometidos en el año 2022 dos mil veintidós, en el Estado de Nuevo León, 
donde esta Autoridad tiene jurisdicción y le son aplicables las reglas 
procedimentales establecidas en el Código Nacional de Procedimientos 
Penales; de conformidad con los artículos 21 tercer párrafo, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 94 de la 
Constitución Política del Estado de Nuevo León; 20 fracción I y 133 



 
 

 
fracción II, del Código Nacional de Procedimientos Penales; 2 fracción X, 
31 fracción IX, 33 Bis fracción V y 36 Bis 2, de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial del Estado; así como los acuerdos generales números 23/2011 
en relación al 22/2017 del Pleno del Consejo de la Judicatura del Estado 
de Nuevo León, además del diverso acuerdo 21/2019 emitido por dicho 
Pleno el nueve de agosto de dos mil diecinueve, que reforma el diverso 
acuerdo 17/2018, en el que se determinó los juicios que serán resueltos 
de forma unitaria o colegiada dentro del sistema penal acusatorio. 

 
Planteamiento del problema. 

 

En el presente caso, se establecieron como materia de acusación, 
los siguientes hechos: 

 
“El día ******** de ******** de 2022, aproximadamente entre las ******* 

horas y las ******** horas, la victima de nombre ********** iba caminando por 
la vía pública a la altura del **********, situado sobre la **********en el 
municipio de ********, Nuevo León, en compañía de su ex pareja, acusado de 
nombre **********, e iban discutiendo y que le decía “me abrazas o quieres 
que te haga un desmadre aquí”, en ese momento la jala de los brazos y la 
empuja, hacia atrás y la sujeta del cabello, y le llama por teléfono al padre de 
la víctima de nombre **********, diciéndole que estaba haciendo un show en 
la calle que se la iba a llevar arrastrando a la casa y que la iba a agarrar a 
vergazos, para que viera quien manda, que en ese momento la víctima trata 
de correr para ponerse a salvo, pero es alcanzada por el acusado, quien le 
dice “cuidado y corras”, respondiendo la víctima “te prometo que no pero no 
me hagas nada”, luego la introduce a un terreno que se encuentra enseguida 
del panteón en donde la aventó por enfrente del pecho, cayendo la víctima 
boca arriba, en ese momento el acusado sube sus rodillas a los brazos de la 
víctima, y la sujeta con ambas manos del cuello, apretándolo fuertemente, 
diciéndole “te voy a matar por que no debiste de haber jugado con mis 
sentimientos, en vez de que busques otro hombre te voy a matar”, sintiendo 
la víctima que no podía respirar perdiendo el conocimiento ya que veía todo 
negro. Posteriormente, se retira y alrededor de las ********horas de ese 
mismo día, es decir el día ******** de ******** de 2022, el acusado se presentó 
en el domicilio de la víctima, ubicado en la calle **********, en ********, Nuevo 
León, ingresando sin autorización por la ventana y empezó a buscar sus 
cosas, diciéndole a la víctima “quieres que te desmadre la estufa y el 
refrigerador, las patrullas no van a estar siempre para salvarte, quieres que 
agarre el cuchillo y te pique” y agarró un cuchillo de la estufa y se dirige a la 
víctima, saliendo ella del domicilio para ponerse a salvo corriendo con una 
vecina donde llamo a la policía y el acusado se retiró. Ocasionando con esta 
agresión física y verbal: Daño Psicoemocional.” 

 
Tales hechos fueron clasificados jurídicamente por el Ministerio Público 

en el delito de feminicidio en grado de tentativa, previsto por los artículos 
331 Bis 2, fracciones II, y IV, en relación al 31, y 331 Bis 4; equiparable a la 
violencia familiar, previsto y sancionado por los artículos 287 Bis 2, fracción 

II, en relación al 287 Bis, fracciones I y II, todos del Código Penal vigente en 
el Estado. 

 

Atribuyéndole una participación al acusado como autor material, 
en términos del artículo 39, fracción I, y a título de dolo, de acuerdo al 
artículo 27, ambos de la misma codificación punitiva. 

 
Posición de las partes. 
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La Agente Ministerio Público señaló que tales hechos fueron 

probados con la información obtenida de la prueba producida en juicio, a 
la cual hizo referencia de manera sustancial, e incluso destacó 
medularmente, que estos datos patentizaban la responsabilidad penal 
que como autor material le resultaba al acusado, motivo por el cual, 
finalmente planteó las bases para dictar una sentencia condenatoria en 
contra del acusado. 

 
En cuanto a la asesoría jurídica también realizaron sus alegatos, 

adhiriéndose medularmente a la postura de la fiscalía. 
 

Por su parte, la defensa del acusado, en esencia alegó de no se 
desahogó prueba suficiente para acreditar la acusación, por lo que no se 
acreditaban los delitos en cuestión 

 
Pues bien, por economía se tienen reproducidos íntegramente los 

alegatos de las partes, toda vez que resulta ociosa su transcripción en 
obvio de formulismos innecesarios, tal y como lo establece el dispositivo 

68 del Código Nacional de Procedimientos Penales1, sin soslayar que los 
mismos se atenderán por este Tribunal, en el apartado correspondiente. 
Adicionalmente, se destaca que en cuanto a la prueba producida, 
tampoco existe necesidad de realizar una transcripción literal de esta, 
pues ello en nada abonaría a la motivación de esta versión escrita, pero 
lo que desde luego se establecerá será el alcance y valor de la misma. 
Al efecto, cobra aplicación el siguiente criterio: 

“RESOLUCIONES EN MATERIA PENAL. LA TRANSCRIPCIÓN 
INNECESARIA DE CONSTANCIAS ES PRÁCTICA DE LA QUE EL 
JUZGADOR GENERALMENTE DEBE ABSTENERSE EN ESTRICTO ACATO 
AL PRINCIPIO DE LEGALIDAD. La evolución legislativa del artículo 95, 

fracción IV, del Código Federal de Procedimientos Penales permite advertir que 
el legislador ha querido suprimir de la práctica judicial la arraigada costumbre 
de transcribir innecesariamente constancias procesales. En efecto, la redacción 
original de tal dispositivo consignaba que toda sentencia debía contener: "Un 
extracto breve de los hechos conducentes a la resolución."; sin embargo, esa 
estipulación luego fue adicionada, por reforma de ocho de enero de mil 
novecientos noventa y uno, para que a partir de entonces la síntesis sólo se 
refiriese al material probatorio, pues el precepto en cita quedó redactado en los 
siguientes términos: "Un extracto breve de los hechos conducentes a la 
resolución, mencionando únicamente las pruebas del sumario."; y finalmente, el 
texto en vigor revela una posición más contundente del autor de la norma, 
cuando en la modificación de diez de enero de mil novecientos noventa y cuatro 
estableció que el texto quedara de la siguiente manera: "Un extracto breve de 
los hechos exclusivamente conducentes a los puntos resolutivos del auto o de 
la sentencia en su caso, evitando la reproducción innecesaria de constancias". 
Por tanto, si como puede verse, ha sido preocupación constante del legislador 
procurar que las sentencias sean más breves, lo que de suyo tiene como 
finalidad que sean más comprensibles y menos onerosas en recursos humanos 
y materiales, sin género de dudas que esto sólo se logra cuando el cuerpo de 
la resolución, en términos de espacio, lo conforman los razonamientos y no las 
transcripciones, puesto que el término "extracto breve", por sí mismo forma idea 
de una tarea sintetizadora propia del juzgador, que excluye generalmente al uso 
de la transcripción, sólo permitida cuando, dentro de la línea argumentativa, sea 
indispensable ilustrar el razonamiento con alguna cita textual que 
verdaderamente sea de utilidad para la resolución del asunto; principio que es 

 

1 Artículo 68. Congruencia y contenido de autos y sentencias. Los autos y las sentencias deberán ser congruentes con la petición o 
acusación formulada y contendrán de manera concisa los antecedentes, los puntos a resolver y que estén debidamente fundados y  

motivados; deberán ser claros, concisos y evitarán formulismos innecesarios, privilegiando el esclarecimiento de los hechos. 



 
 
 

 
aplicable no sólo a las sentencias, sino también a los autos, pues no hay que 
perder de vista que la redacción actual del precepto en cita equipara ambas 
clases de resoluciones. En conclusión, siendo la transcripción innecesaria de 
constancias una práctica que el legislador ha querido proscribir, entonces, los 
tribunales están obligados a abstenerse de ella, en estricto acato al principio de 
legalidad.”2 

 

Presunción de inocencia. 
 

Antes de abordar lo atinente al material probatorio desahogado en 
juicio, es preciso acotar lo relativo al principio de presunción de inocencia, 
respecto del cual se tiene lo siguiente: 

 
El reconocimiento del derecho a la presunción de inocencia 

previsto por el artículo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, contempla un cambio esencial en la naturaleza de esta regla 
básica de la ordenación de un proceso penal. Una vez consagrada 
constitucionalmente, la presunción de inocencia ha dejado de ser un 
principio general del derecho que ha de informar la actividad judicial (in 
dubio pro-reo) para convertirse en un derecho fundamental que vincula a 

todos los poderes públicos y que es de aplicación inmediata3. 

Así las cosas, la presunción de inocencia, además de constituir un 
principio o criterio informador del ordenamiento procesal penal, es ante 
todo un derecho fundamental. 

 
En esta lógica, la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos reconoce el derecho a la presunción de inocencia en su artículo 
8.2, el cual establece lo siguiente: 

 
“Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma 
su inocencia mientras no se establezca legalmente su 
culpabilidad.” 

 
La Corte Interamericana ha destacado la importancia del derecho 

a la presunción de inocencia al señalarlo como un fundamento de las 
garantías judiciales4, según el cual las personas deben ser consideradas 
inocentes hasta que se acredite plenamente su culpabilidad5. 

 
En el mismo sentido, la Corte Interamericana ha sostenido que “el 

derecho a la presunción de inocencia es un elemento esencial para la 
realización efectiva del derecho a la defensa y acompaña al acusado 
durante todo el proceso hasta que una sentencia condenatoria que 
determine su culpabilidad quede firme, de modo que este derecho implica 

 

 

2 Tercer Tribunal Colegiado Del Vigésimo Primer Circuito. Novena Época. Número de Registro 180,262. Tribunales Colegiados de 
Circuito. Jurisprudencia. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta XX. Octubre de 2004. Tesis XXI.3o. J/9. Página 2260 . 
3 Tesis ********** cuyo rubro es: “PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. “EL PRINCIPIO RELATIVO SE CONTIENE DE MANERA IMPLÍCITA 
EN LA CONSTITUCIÓN FEDERAL” y tesis ********** cuyo rubro es: “PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. EL PRINCIPIO RELATIVO ESTÁ 

CONSIGNADO EXPRESAMENTE EN LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, A PARTIR DE LA 
REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE JUNIO DE 2008”. 

4 Corte IDH. ********** Vs**********. Fondo. Sentencia de ********** de ********** de 1997. Serie C No. **********, párr. **********; ********** Vs. 
**********. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de ********** de ********** de **********. Serie C No. **********, párr. **********; 

********** y **********. Vs. **********. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de ********** de ********** de 2007. 
Serie C No. **********, párr. **********; y ********** y ********** Vs. **********. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de ********** de ********** de 2010. Serie C No. **********, párr. ********** **********, párr. ********** y ********** y **********, párrs. 

**********. 

5 Corte IDH. **********. Fondo, párr. **********; y **********, párr. **********; y ********** y **********, párr. **********. 
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que el acusado no debe demostrar que no ha cometido el delito que se le 
atribuye, ya que el onus probandi corresponde a quien acusa”6. 

 
La presunción de inocencia como regla probatoria es un derecho 

que establece los requisitos que debe cumplir la actividad probatoria y las 
características que deben reunir los medios de prueba para poder 
considerar que existe prueba de cargo válida y destruir así el estatus de 
inocente que tiene todo procesado. 

 
Es necesario mencionar que, conforme a los principios en el 

sistema penal acusatorio en que nos encontramos, la apreciación de la 
prueba es libre para el juzgador, según su convicción, únicamente 
extraída de lo reproducido en juicio y la totalidad del debate, de manera 
lógica, ya que para el proceso penal acusatorio y oral, sólo pueden 
reputarse como tales las desahogadas públicamente en presencia de las 
partes –salvo la denominada prueba anticipada–, lo que implica que el 
dictado de las sentencias debe sustentarse en elementos de convicción 
recibidos directamente por el tribunal de juicio oral, bajo un control 
horizontal, con plena satisfacción de los principios de publicidad, 
contradicción, concentración, continuidad e inmediación, ello es así, 
porque uno de sus fines es ilustrar al Juzgador sobre un tema o 
interpretación del derecho, lo cual no exime a la autoridad judicial de hacer 
una análisis integral de la totalidad de las pruebas, para que una vez 
valoradas en su conjunto y confrontadas jurídicamente, le permitan, o no, 
determinar si la aplicabilidad de una tesis o jurisprudencia, o ley resulta 
válidamente aplicable y se armoniza con la totalidad de las pruebas 
existentes. 

 
Derecho humano que tenemos todas las personas, en el caso 

concreto, también **********. 
 

Por lo antes expuesto, es de concluirse que, el principio de 
presunción de inocencia que le asiste a todo acusado, solo se verá 
vencido, en caso de que la fiscalía acredite más allá de toda duda 
razonable, a través de pruebas desahogadas en juicio, la responsabilidad 
penal del mismo, en la comisión de hechos tipificados en la ley como 
delito. 

 
Estudio de las pruebas y análisis de los hechos delictivos. 

Partiendo de lo anterior, cabe señalar que de los alegatos de los 
intervinientes y de la información de las pruebas desahogadas en el 
debate, apreciadas en conciencia y valoradas conforme a los artículos 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

6 **********, párr. ********** y ********** y **********, párr. **********. 



 
 

 

2597, 2658, 3599 y 40210 del Código de Procedimientos, al abocarse al 
examen de los presupuestos exigidos por el legislador a efecto de 
establecer si se justificaba o no la existencia de los hechos por los que 
se acusó al imputado, y la participación de éste en los mismos. 

 
De esta manera, se asignó libremente el valor correspondiente a 

cada una de las pruebas desahogadas en juicio, de manera libre y lógica, 
sustentándose la decisión a que se arriba, y adecuándose con la 
credibilidad que es posible atribuir a cada una de las probanzas y 
determinar si su mérito resulta suficiente para establecer, con el estándar 
de convicción exigido por la ley, esto es, más allá de toda duda razonable, 
el hecho y la participación que se imputa al acusado, y vencer así la 
presunción de inocencia que lo ampara, labor que conllevó analizar la 
prueba producida en juicio. 

 
En el entendido de que dicha valoración, es el sometimiento de la 

prueba a las leyes o reglas que regulan el razonamiento deductivo, los 
fenómenos materiales y las conductas frente a la sociedad, de acuerdo a 
lo admitido por ella misma, para hacer viable su existencia y verificación de 
sus comunes objetos, todo cumplido en forma “sana”, esto es, bajo la 
premisa de reglas generales admitidas como aplicables, y la “crítica”, es 
decir, que con base en ellos, los hechos objeto de la valoración, 
entendidos como criterios de verdad, sean confrontables para establecer 
si un hecho y acción determinada pudo suceder, o si ello fue posible de 
una u otra manera, explicable dentro de las reglas de la lógica, de la 
ciencia y de la experiencia, no bajo la personalísima forma de ver cada 
uno la realidad, sino frente a estos postulados generales que rigen el 
razonamiento, las transformaciones materiales y la vida social, formal y 
dialécticamente comprendidos, porque la sana crítica en el sistema de 
valoración de pruebas de los juicios orales en materia penal, es la 
explicación de razones jurídicas utilizando razones lógicas, científicas, 
técnicas o de experiencia con un sano criterio, considerando la 
multiplicidad, gravedad, precisión, concordancia y conexión de las 
pruebas y los hechos. 

 

 

7 Artículo 259. Generalidades. Cualquier hecho puede ser probado por cualquier medio, siempre y cuando 
sea lícito. Las pruebas serán valoradas por el Órgano jurisdiccional de manera libre y lógica. Los 
antecedentes de la investigación recabados con anterioridad al juicio carecen de valor probatorio para fundar 
la sentencia definitiva, salvo las excepciones expresas previstas por este Código y en la legislación aplicable. 

Para efectos del dictado de la sentencia definitiva, sólo serán valoradas aquellas pruebas que hayan sido 
desahogadas en la audiencia de juicio, salvo las excepciones previstas en este Código. 

8 Artículo 265.- Valoración de los datos y prueba. El Órgano jurisdiccional asignará libremente el valor 

correspondiente a cada uno de los datos y pruebas, de manera libre y lógica, debiendo justificar 
adecuadamente el valor otorgado a las pruebas y explicará y justificará su valoración con base en la 
apreciación conjunta, integral y armónica de todos los elementos probatorios. 

 
9 Artículo 359.- Valoración de la prueba. El Tribunal de enjuiciamiento valorará la prueba de manera libre y 

lógica, deberá hacer referencia en la motivación que realice, de todas las pruebas desahogadas, incluso de 
aquellas que se hayan desestimado, indicando las razones que se tuvieron para hacerlo. La motivación 
permitirá la expresión del razonamiento utilizado para alcanzar las conclusiones contenidas en la resolución 

jurisdiccional. Sólo se podrá condenar al acusado si se llega a la convicción de su culpabilidad más allá de 
toda duda razonable. En caso de duda razonable, el Tribunal de enjuiciamiento absolverá al imputado.  

10 Artículo 402.- Convicción del Tribunal de enjuiciamiento. El Tribunal de enjuiciamiento apreciará la prueba 

según su libre convicción extraída de la totalidad del debate, de manera libre y lógica; sólo serán valorables 
y sometidos a la crítica racional, los medios de prueba obtenidos lícitamente e incorporados al debate 
conforme a las disposiciones de este Código. En la sentencia, el Tribunal de enjuiciamiento deberá hacerse 

cargo en su motivación de toda la prueba producida, incluso de aquella que hubiere desestimado, indicando 
en tal caso las razones que hubiere tenido en cuenta para hacerlo. Esta motivación deberá permitir la 
reproducción del razonamiento utilizado para alcanzar las conclusiones a que llegare la sentencia. Nadie 

podrá ser condenado, sino cuando el Tribunal que lo juzgue adquiera la convicción más allá de toda duda 
razonable, de que el acusado es responsable de la comisión del hecho por el que siguió el juicio. La duda 
siempre favorece al acusado. No se podrá condenar a una persona con el sólo mérito de su propia 

declaración. 
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También se destaca el principio de libertad probatoria, es decir, 

que cada hecho puede ser comprobado de distintas maneras, sin que 
exista limitante alguna para fijar una prueba idónea para comprobar cada 
hecho. 

 
En base a lo anterior, esta autoridad judicial tiene la obligación de 

motivar dicha valoración, es decir, señalar en base a razonamientos y 
argumentos, el por qué genera convicción el contenido de las pruebas, 
siempre y cuando se respeten las máximas de la experiencia, los 
conocimientos científicos afianzados y las reglas de la lógica. 

 
Ahora bien, en el presente asunto, tenemos que la fiscalía 

desahogó en la audiencia de juicio las siguientes pruebas: 
 

La declaración de **********, quien refirió en lo que interesa que 

conoce tanto a ********** así como a **********, que estos eran pareja, los 
conoce desde 2 años antes de los hechos; que él tiene una tienda, en la 
cual ellos le consumían; que sabe que la muchacha se fue a vivir a la 
Ciudad de ********, y ********** está detenido desde hace casi 3 años. 
Sabe que los antes nombrados tenían como unos 7 u 8 meses viviendo 
juntos, y tenían un niño de ******** años de edad; que habitaban en 
calle **********, en el municipio de ********. 

 
Sabe que el muchacho sí trataba bien a la muchacha y pagaba 

todo lo que iban a comprar a la tienda, que a veces sí se molestaba él y 
le decía palabras. Que frente a él nunca tuvieron altercados, es decir, 
nunca vio que la golpeara, fueron gritos nada más. 

 
Que sabe que a ********** lo detuvieron en otro municipio, en su 

trabajo, y eso fue por el caso de **********, y sobre eso sabe lo que le han 
dicho, que intentó ahorcarla y que la había dejado marcada, pero no sabe 
dónde ocurrió eso, pero posteriormente a los 15 días, ********** se regresó 
a la ciudad de ********, que estaba vendiendo sus cosas y luego ya 
desapareció del municipio de ********. 

 
Por parte de la fiscalía se le mostraron impresiones fotográficas al 

testigo, quien indicó que en las mismas se observaba la casa donde vivía 
********** con **********, la cual está ubicada a una cuadra de su domicilio. 

 
Por último, reconoció en la audiencia a quien se refirió como 

**********, señalando que es el hombre de pelo corto que viste una playera 
blanca, quien era pareja de ********** y fue detenido por agredirla. 

 
Testimonio que merece valor probatorio, dado que el ateste 

informó hechos que le constan, relativos a la relación existente entre 
activo y pasivo, se estiman creíbles sus manifestaciones, pues señaló el 
motivo por el que conocía a los mencionados ********** y **********, sin 
que se advirtiera alguna inconsistencia en su dicho ni tampoco 
parcialidad en sus manifestaciones. Por ende, el alcance probatorio de 
este testimonio lo es únicamente para demostrar la relación que existía 
entre el ahora acusado y la víctima, mas del mismo no se extraen las 
circunstancias de comisión de los hechos materia de acusación. 

 
La declaración de **********, elemento de la Agencia Estatal de 

Investigaciones, quien sustancialmente refirió que con motivo de sus 
funciones realizó la investigación con motivo de la denuncia de la señora 



 
 

 
**********, en contra de **********; que realizó esa investigación en fecha 
23 de octubre de 2022, para ello, acudió al domicilio de la antes 
nombrada, ubicado en calle **********, en el municipio de ********, pero 
que no encontró morador alguno; posteriormente realizó labores de 
investigación con vecinos, de lo que obtuvo que la antes nombrada 
laboraba todos los días; realizó la búsqueda de testigos, pero no ubicó a 
ninguna persona que le diera información de los hechos. Luego, acudió 
al domicilio de **********, no encontró persona alguna en el domicilio, pero 
los vecinos le refirieron que el antes nombrado vivía en ese lugar. 

 
Que acudió al lugar de los hechos, ubicado a la altura del **********, 

situado en avenida **********, en el municipio de ********, en donde se 
realizaron unas fotografías panorámicas, ya que dentro de la denuncia la 
antes nombrada mencionaba ese lugar. Que una señora de nombre 
**********, la cual cuidaba al niño de ********** le refirió que los hechos 
habían ocurrido a la altura de dicho panteón, ya que ahí habían agredido 
físicamente a **********. 

 
La fiscalía exhibió diversas impresiones fotográficas, en las cuales 

el testigo reconoció el domicilio donde vivía la señora **********, así como 
unas fotografías que él recabó en el panteón **********, lugar de los 
hechos según lo referido por la denunciante. 

 
Agregó que tuvo comunicación telefónica con la antes nombrada, 

quien le compartió fotografías del denunciado, es decir, reconoció 
mediante esas fotografías a quién la había agredido. Al efecto, una vez 
que observó diversas imágenes, el testigo las reconoció como las antes 
descritas, es decir, las que le compartió la víctima del denunciado. 

 
A través de la deposición de dicho elemento investigador, la cual 

merece valor jurídico por tratarse de información que fue incorporada al 
juicio sobre hechos que le constan a dicho testigo, quien en virtud de sus 
funciones, se constituyó al lugar indicado y corroboró la existencia del 
mismo; además, a través de la inmediación, mediante la incorporación de 
las impresiones fotográficas descritas, el suscrito pudo advertir las 
características panorámicas de dicho sitio, además del domicilio 
indicado, así como las imágenes que respecto del enjuiciado le hizo llegar 
a dicho elemento la denunciante. Empero, de ninguna manera la 
información proporcionada por el elemento ministerial en mención, 
justifica la proposición fáctica de la teoría del caso del Ministerio Público, 
en el sentido de que el día de los hechos, en ese lugar, el acusado haya 
agredido físicamente a **********. Ello es así, toda vez que del testimonio 
analizado, no se advierte tal información, pues evidentemente no son 
hechos que le consten en forma personal al exponente, sino que, como 
ya quedó precisado, su intervención se debió a sus funciones como 
elemento indagador, para la realización de los actos de investigación que 
refirió. 

 
El dictamen que se incorporó al juicio por parte de **********, 

médico forense del Instituto de Criminalística y Servicios Periciales de la 
Fiscalía General de Justicia del Estado, quien informó que el día 20 de 
octubre de 2022, realizó un dictamen médico previo a **********. Explicó 
la metodología que siguió para la realización del mismo, y estableció en 
lo medular que como lesiones, la examinada presentaba múltiples 
equimosis puntiformes en ambas regiones infraciliares cerca del puente 
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de la nariz, una escoriación lineal de 0.5 centímetros en región 
mentomandibular derecha; una escoriación de 3.0 por 0.5 centímetro, y 
múltiples equimosis puntiformes en la región mentomandibular izquierda; 
una equimosis de 3.0 por 2.0 centímetros en cara anterior del cuello; una 
equimosis de 11.0 en cara poster interna del tercio proximal y 2 equimosis 
de 1.0 centímetros de diámetro en la cara externa del tercio medio del 
brazo izquierdo. Clasificó dichas lesiones como de las que no ponen en 
peligro la vida y tardan menos de 15 días en sanar, y tenían una evolución 
aproximada de 1 a 3 días y eran de causa traumática, es decir, 
ocasionadas con cualquier agente externo, dentro de lo cual es posible 
una agresión física de una persona. 

 
Entonces, a través de dicha prueba, la cual se aprecia como 

pericial, por tratarse de una experticia vertida por persona con 
conocimientos especiales en materia de medicina, con capacidad y 
experiencia para emitir ese tipo de dictámenes, con la misma se justifica 
que la mencionada **********, el 20 de octubre de 2022, presentaba 
aquellas lesiones en su cuerpo, descritas previamente. 

 
Sin embargo, a través de este dictamen no se logra justificar 

ninguna de las circunstancias de ejecución de los hechos, que señaló la 
fiscalía en su acusación, sino únicamente se demuestra que la víctima en 
mención, al momento de ser examinada, en la data ya descrita, 
presentaba esas lesiones, así como el tiempo estimado de evolución de 
las mismas, mas no se tiene información específica acerca de cómo se 
generaron o como se produjeron dichas afectaciones corporales, pues el 
hecho de que haya referido que fueron de origen traumático, no es 
suficiente para justificar alguna mecánica de causación de las mismas. 

 
El dictamen pericial que se produjo a través de la declaración de 

**********, perito en psicología del instituto pericial ya mencionado, quien 

en lo que interesa expuso que realizó una evaluación psicológica a 
**********, por hechos acontecidos el día el ******** de ******** de 2022, en 
la colonia **********, en el municipio de ********. 

 
Explicó la metodología que siguió para la elaboración de dicha 

experticia, refirió los hechos que le manifestó la evaluada, y concluyó que 
la antes nombrada se encontraba bien orientada en tiempo, espacio y 
personas, sin datos clínicos de psicosis o discapacidad intelectual que 
afecten su capacidad de juicio o razonamiento, su dicho se consideró 
confiable, aportó información perceptual, espacial y temporal; su afecto 
fue acorde a lo narrado. Presentó perturbación en su tranquilidad de 
ánimo a consecuencia de los hechos, así como daño en su integridad 
psicoemocional. Se encontraron antecedentes de amenazas, conductas 
de celos y agresiones. Añadió que la evaluada se encontraba en situación 
de vulnerabilidad y riesgo, ya que las agresiones fueron en aumento. Con 
alteración autocognitiva y autovalorativa. Por todo lo anterior, se 
recomendó tratamiento psicológico durante un año, con una frecuencia 
de una sesión semanal, y el costo sería determinado por el profesionista 
que preste dicho tratamiento. Indicó que las agresiones que vivió la víctima 
tuvieron características de violencia feminicida, ya que se vio en riesgo su 
integridad física. 

 
Al respecto, debe decirse que esta prueba constituye también una 

pericial, ya que se trata de un dictamen producido por una persona que 
acreditó tener conocimientos profesionales y especiales en materia de 



 
 

 
psicología, además explicó la metodología que empleó para llegar a las 
conclusiones mencionadas; empero, por su naturaleza, es útil para 
conocer el estado mental y emocional de la evaluada; sin embargo, por 
sí solo no es apto tampoco para demostrar alguna mecánica de hechos, 
de ahí que el alcance probatorio del mismo es para establecer que al 
momento de aquella experticia, la mencionada evaluada, presentaba 
perturbación en su tranquilidad de ánimo, y daño en su integridad 
psicológica. 

 
Así las cosas, las probanzas antes reseñadas, constituyeron la 

totalidad de las pruebas producidas en el juicio por la Fiscalía, y ese es 
el valor que se asigna a la prueba desahogada. 

 
Ahora bien, en relación a la pretensión acusadora, como 

preámbulo se debe señalar que en este sistema de enjuiciamiento de 
corte acusatorio y adversarial, se debe atender principalmente al 
contenido del artículo 21 Constitucional, el cual establece en su segundo 
párrafo que el ejercicio de la acción penal ante los tribunales corresponde 
al Ministerio Público. En esa disposición se encuentra inmerso el principio 
acusatorio, es decir, que corresponde a la fiscalía aportar todas las 
pruebas y evidenciar justamente la forma en que se cometió el hecho, así 
como las pretensiones que puedan tener, es decir, solamente a esta 
institución le correspondía demostrar al tribunal la acusación que se 
materializó a través del auto de apertura correspondiente, y defender y 
sostener lo mismo. 

 
En contraparte, tenemos el derecho de presunción de inocencia, 

que se reconoce por el artículo 20 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, el cual contempla un cambio esencial en la 
naturaleza de esta regla básica de la ordenación de un proceso penal. 
Una vez consagrada constitucionalmente, la presunción de inocencia ha 
dejado de ser un principio general del derecho que ha de informar la 
actividad judicial (in dubio pro reo) para convertirse en un derecho 
fundamental que vincula a todos los poderes públicos y que es de 

aplicación inmediata11. 

Sobre la cuestión de regla de prueba o estándar probatorio, éste 
se refiere a que en la sentencia de carácter definitivo como en la que 
ahora nos encontramos, es donde se deba acreditar de manera plena, 
tanto los hechos materia de acusación como la responsabilidad que la 
fiscalía le atribuyó al enjuiciado. 

 
En este caso, para cumplir a plenitud ese estándar, debe existir 

una suficiencia probatoria la cual no solamente se refiere al cúmulo de 
probanzas, sino a la calidad de las mismas, es decir, puede existir un 
número no tan cuantioso de pruebas, pero cuya información sea de tal 
calidad que nos arroje la totalidad de los elementos que se pretenden 
justificar por parte del Ministerio Público. 

 
Como de destacó en párrafos precedentes, tenemos que este 

sistema de enjuiciamiento parte o tiene 2 principios primordiales, uno es 

 

11 
Véanse las tesis aisladas: P.XXXV/2002 de rubro: “PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. “EL PRINCIPIO 

RELATIVO SE CONTIENE DE MANERA IMPLÍCITA EN LA CONSTITUCIÓN FEDERAL” y I/2012 (10ª) de 

rubro: “PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. EL PRINCIPIO RELATIVO ESTÁ CONSIGNADO EXPRESAMENTE 

EN LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, A PARTIR DE LA REFORMA 

PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE JUNIO DE 2008”. 
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que es un sistema de corte acusatorio y adversarial como tal, de ahí se 
deriva el hecho de la obligación que ministerio público tiene para efecto 
de realizar y sopesar todas las condiciones que se presentan a lo largo 
de un proceso, y en el caso en particular, con todas estas condiciones o 
consideraciones traducidas en su momento en prueba, se puede generar 
una certeza en relación a las condiciones que se tienen sobre las 
circunstancias de hecho que se plasman en el pliego de acusación y, en 
su caso, los hechos que esta autoridad pudo advertir en el auto de 
apertura. 

 
El diverso pilar, como se anticipó, es el de la presunción de 

inocencia, ya que en el caso, la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
ha hecho hincapié precisamente en el hecho de que se debe de 
establecerse y de respetar ese principio y derecho de presunción de 
inocencia, esto con la finalidad de qué solamente si se tiene en este 
estadio procesal prueba plena para efecto de considerar la 
responsabilidad en este caso de **********, se puede realizar en ese 
sentido. 

 
En este caso en particular, el Ministerio Público, en sus alegatos 

de clausura, realiza una serie de manifestaciones, que en apreciación de 
esta autoridad resultan infundadas, pues parten de premisas falaces. Por 
otro lado, las argumentaciones de la defensa, se anticipa, se estiman 
totalmente fundadas, y en ese sentido y en el caso en particular, se 
sostiene lo anterior porque hay situaciones sumamente trascendentales 
con respecto de estas alegaciones de las partes. 

 
La primera es que aun cuando es entendible la situación de que 

**********, es decir, que existieron diversos esfuerzos para efecto de 
localizarla, pero, por otro lado el Ministerio Público indicó que no era 
estrictamente indispensable el hecho de que no compareciera, esto es, 
que se prescindiera de su testimonio, y que aun así se pudiera generar 
la condena que solicitó, y si bien esto es parcialmente cierto, pues existen 
criterios que así lo señalan, siempre y cuando del resto de la prueba se 
acrediten circunstancias en específico que puedan brindar certeza, y que 
esto es a la luz no solamente de ciertas apreciaciones, sino de los 
hechos, los cuales deben de contenerse entre rubros esenciales las 
circunstancias de tiempo, lugar y modo. 

 
En el caso en particular, tal como se ha esbozado al valorar la 

prueba de cargo, no hay ninguna probanza de las cuales fueron 
desahogadas que se haya referido precisamente a las circunstancias de 
tiempo, pues concretamente en cuanto a las pruebas periciales en 
medicina y psicológica antes analizadas y valoradas, se debe considerar 
que las finalidades de la prueba pericial y que de ahí emana el principio 
de necesidad de esta prueba, tratan de que esas pruebas tienen la 
función ilustrar al juzgador en las conclusiones, pero los hechos como tal, 
solamente les dan la pertinencia necesaria, para efecto de poder ser 
consideradas con respecto de este hecho. 

 
Se sostiene lo anterior, ya que si bien comparecieron al juicio las 

peritos ********** y **********, evidentemente ambas hablan de que los 
hechos pudieron haber acontecido. Y en este punto en particular, también 
existen criterios en el sentido de que en razón de la prueba pericial en 
materia de psicología, tal como la rendida por la citada **********, no 
puede ser justificada para efecto de generar una certeza en relación de 



 
 

 
los hechos, dicho sea de paso, también como lo señala la defensa, 
tampoco para una justificación en relación a la confiabilidad del dicho, 
máxime que en la audiencia no se escuchó el dicho de la pretendida 
víctima, de ahí que no hay tales manifestaciones que esta autoridad 
pudiera apreciar para determinar si eran confiable la versión de la 
prenombrada **********. 

 
Y esto emana de la propia primera sala de la suprema Corte de 

Justicia de la nación, quien a través del registro digital 162020, la cual 
indica precisamente esta condición en el sentido de que esta prueba 
pericial no es suficiente ni apta para justificar esos rubros, sino 
únicamente lo que le da el establecimiento de estos hechos es, se reitera, 
la pertinencia. 

 
Con respecto de este punto, corre con la misma suerte la experticia 

de la perito en medicina **********, dado que lo que señaló fue que 
examinó a la parte víctima en relación a las lesiones, el día 20 de octubre 
del año 2022, describió las afectaciones corporales que advirtió, y ese 
sentido la evolución de las lesiones eran de 1 a 3 días, y si bien se le 
realizó la pregunta textual, e incluso sugestiva, por parte del Ministerio 
Público en el sentido de que si entonces estos pudieron acontecer el día 
******** de ******** del año 2022, a lo cual respondió afirmativamente; sin 
embargo, en estas condiciones, al no constarles los hechos 
evidentemente, como lo obtuvo la Defensa de su contrainterrogatorio, 
dichas experticias no son aptas para justificar los hechos. 

 
En este mismo sentido, ninguno del resto de los de los testigos de 

cargo, es decir, ********** y **********, generaron esta información, tal 
como se dejó entrever al valorar esas deposiciones. 

 
Por lo tanto, se pone de manifiesto que ninguna de las pruebas 

que fueron desahogadas dentro de esta audiencia, es apta y suficiente 
para justificar, precisamente el día en que acontecieron los hechos, ni 
tampoco el tema del horario. Y es importante destacar lo anterior, ya que 
en el caso esto bastaría para declarar que el hecho de que el Ministerio 
Público no ha aprobado su teoría del caso; sin embargo, las múltiples 
omisiones y deficiencias que tiene esta teoría, se genera en relación a 
diversas circunstancias. 

 

Esto es así, porque en el caso por lo que hace las circunstancias 
del lugar, que se escucharon de la exposición de **********, elemento de 
la Agencia Estatal de Investigaciones, quien medularmente dijo que 
verificó el lugar señalado como de los hechos, incluso, se apoya en 
evidencia fotográfica donde consta el lugar en donde se sostiene por 
parte del Ministerio Público que acontecieron los hechos, esto es, tanto 
en el **********, ubicado sobre **********, en el municipio de ********, como 
los diversos que se indica ocurren en el domicilio de la víctima, ubicado 
en la calle **********, en el municipio de ********. 

 
Ahora bien, una situación que salta a la vista es el hecho de que 

en el caso en el propio hecho en materia de acusación, pasando al 
análisis de las circunstancias de modo, de las cuales evidentemente 
ninguna de las personas que declararon en el juicio hizo referencias a 
dichas circunstancias. Pero, hay un punto en que llamó poderosamente 
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la atención de este tribunal, ya que se indica desde el propio momento 
de la exposición de los hechos que al momento de esta agresión que se 
pretende hacer ver, se hace una llamada al padre de la víctima, **********, 
sin embargo, en este rubro, evidentemente, Ministerio público ni siquiera 
ofertó esa declaración para efecto de sostener su exposición, mucho 
menos se acompañó porque tampoco está ofertado alguna situación en 
el sentido de que pues pudiese haber sido analizado alguna algún 
número telefónico por parte del antes nombrado, quien si bien acudió al 
juicio, pero por llamado de defensa. 

 
En este contexto, tenemos que el mencionado ********** en lo 

medular expuso que conoce al ahora acusado en virtud de que estuvo 
viviendo con él y su pareja durante aproximadamente 5 años, a quien 
reconoció en el enlace de la videoconferencia a través de la cual se 
desarrolló el juicio. Indicó que lo conoce desde el año 2018 o 2019. Indicó 
que no es una persona conflictiva, y también sabe que tuvo una relación 
con **********, durante aproximadamente 3 meses, que él conoció a dicha 
persona ya que es hija de su primer matrimonio, que él la crió desde 
pequeña hasta hace unos 2 o 3 años atrás, que posteriormente ella vivió 
3 meses con ellos ya que se le proporcionó la ayuda en el domicilio donde 
estaban para que ella viniera a trabajar, pero esta no quería trabajar, y 
se metió en problemas. Añadió que ********** era problemática, ya que 
maltrataba a **********, además usaba drogas. Que ********** la respetaba 
e incluso se hacía cargo del hijo de ella, pero no hubo ninguna queja de 
ella en contra de él. Refirió que tiene entendido que ********** está 
detenido porque fue acusado por intento de feminicidio; pero no conoce 
los hechos, ya que no hay tal acusación, es decir, que no es verdad eso. 
Al contrainterrogatorio de la fiscalía, el testigo expuso en síntesis que el 
******** de ******** de 2022, cuando supuestamente el señor ********** 
quiso privar de la vida a la víctima, éste se encontraba con ellos en su 
domicilio, y ella le marcó por la noche para solicitare que fuera a recoger 
unas cosas a su casa, ella accedió abriendo su domicilio, ********** 
ingresó porque ella se lo pidió, que él se quedó en la parte de afuera del 
domicilio, y a los 2 minutos ella salió corriendo y gritando que la querían 
golpear, que al verlos a ellos se sorprendió y ya no siguió con su manera 
de querer llamar la atención de que supuestamente la estaban 
agrediendo; que de ahí pasaron a una tienda que estaba cerca de su 
domicilio, dialogaron con las personas de ahí y dijeron que ella estuvo 
manifestando que a ********** no lo quería como persona, sino que sólo 
quería utilizarlo. Que ********** se regresó con ellos a su domicilio y ahí 
estuvo, en ningún momento se regresó. Agregó que la vez que la vio 
porque ********** fue a recoger sus cosas, ésta no tenía ninguna lesión, 
no tenía nada de lesiones en su cuerpo, es decir, no fue ahí nada que 
sucediera más de unas simples palabras y de lo que ella hizo, es decir, 
de que entregó sus cosas; que no tenía lesiones en su cuello, ni en la 
nariz. Que el día en mención fueron a la casa de **********, 
aproximadamente a las ********en la noche, ya que ********** se los 
solicitó, que sabe que era esa hora porque ya estaba un poco oscuro. 
Indicó que en ese momento, cuando ********** salió de la casa, vestía un 
pants y una blusa en color claro, que ********** traía un pantalón de 
mezclilla y una playera color azul marino. Que la esposa de él también se 
encontraba en el lugar, que estaban en el porche de la casa, en el área 
de afuera de la casa, que se veía bien el acceso a la casa. 

 
Dicha probanza, en todo caso, amerita ser valorada como una 

prueba de descargo, y al ser analizada, se determina que este testimonio 



 
 

 
merece fiabilidad, ya que el informante en mención narró hechos que le 
constan, su versión se advirtió espontanea, coherente, sin 
contradicciones, con secuencia en ciertos acontecimientos de acuerdo a 
las preguntas por las que fue conducido por defensa y Ministerio Público; 
no se apreció ninguna parcialidad en su dicho, pues no se explicaría 
lógicamente que tratara de favorecer al enjuiciado con su relato, dada la 
relación que tuvo con la pretendida víctima, de quien refirió que crió como 
su hija. Se pondera como relevante para los hechos, ya que esta 
declaración desvirtúa diversos aspectos señalados por la fiscalía, como 
se expondrá a continuación. 

 
Incluso, el Agente del Ministerio Público, teniendo la oportunidad 

de cuestionarlo con relación a los hechos, pero en ningún momento le 
hace siquiera una pregunta en el sentido de si recibió alguna llamada con 
respecto de los hechos, e incluso la afirmación textual y tajante del señor 
**********, es que él no tenía conocimiento de estos hechos. Luego 
entonces ese punto, no solamente se advierte que no fue ofertada prueba 
por parte del Ministerio Público para comprobar aquellos aspectos de su 
teoría fática, lo cual era importante. En el entendido de que sería el primer 
testigo que en su caso tuvo conocimiento de estos supuestos hechos, 
prácticamente de manera concomitante y en el caso en particular pues al 
no obtenerse esto, y si la negativa incluso existe, la refutación 
correspondiente por parte de dicho informante, ya que éste no dijo que 
haya recibido tal llamada, pero además señaló que el acusado acudió al 
domicilio en cuestión porque ********** se lo solicitó, e incluso ella abrió la 
puerta de la casa, lo cual le consta al testigo ya que él acompañó al 
acusado, y evidentemente eso se contrapone a lo señalado por la fiscalía 
en los hechos, pues estableció que el enjuiciado entró a aquella vivienda 
sin autorización y por una ventana. Además, el ateste en mención fue 
categórico en señalar que ********** se regresó con ellos a su domicilio y 
ya no salió de su casa, lo que excluye la posibilidad de que en diverso 
horario, es decir a las ********horas de aquel día, como lo adujo el órgano 
acusador, se haya presentado al domicilio de la denunciante y haya 
ejecutado la conducta reprochada. 

 
Ahora bien, en relación con el resto de circunstancias de modo, no 

existe ninguna exposición al respecto. Porque en todo caso, ********** 
señala y reitera que él no podía generar la información, se pretendió 
hacer ejercicio de contradicción por parte del Ministerio Público, sin 
embargo, al momento de ejercerse la pretendida contradicción, el testigo 
fue muy tajante en el sentido de decir que él, e incluso en su lectura, se 
refirió a un día, pero ni siquiera establecerse cuál fue ese día la agresión 
verbal a que hizo alusión, aunado a que nada dijo respecto de la agresión 
física materia de acusación, y en este entendido cuando se pretende 
nuevamente generar la información y la evidencia con respecto del lugar 
de los hechos para el señor **********, se le mostró el lugar, o se dónde 
se pretende que sea en el domicilio de la parte víctima, y él tajantemente 
y en reiteradas ocasiones indicó, cuando se estaba realizando ese 
ejercicio, que lo que él estaba diciendo es que los hechos que él había 
presenciado o vivenciado eran en su domicilio, no en el domicilio de la 
parte víctima, y es por eso que este pretendido ejercicio de contradicción 
evidentemente en nada apoyó la teoría fáctica del Ministerio Público, en 
todo caso, no se refieren siquiera a los hechos, ninguno de los 2 
momentos que conformaron su teoría de acontecimientos, y el único 
punto que nos puede brindar este dicho del testigo **********, es que 
evidentemente el pretendido sujeto activo y la pretendida sujeto pasivo, 
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como se indicó, tenían una relación y que es esto lo que a él sí le consta, 
pero más allá de estas circunstancias, realmente no existe ninguna 
afirmación en relación a estas condiciones de modo. 

 
Luego entonces, por más que se pretenda generar una 

argumentación por parte de la Fiscalía en el sentido de que los daños en 
la integridad física y psicológica de la denunciante se encuentran 
justificados, caeríamos en un error lógico, pues no se podrían obtener, 
en criterio de esta autoridad, un resultado sin una premisa inicial. Se 
pretende por parte del Ministerio Público hacer un ejercicio traslativo de 
responsabilidades, aduciéndose en el sentido de que el camino más 
sencillo o más fácil sería, el hecho de establecer una sentencia en el 
sentido que ahora se emite. Sin embargo, las premisas lógicas o las 
preguntas que no tienen respuesta probatoria y que, por lo tanto, 
carecerían de un sustento de tal índole o de tal naturaleza, son, primero, 
cómo sucedieron los hechos en base a la prueba, no en base a los 
hechos materia de acusación, y, como se ha señalado, en base a la 
prueba de cargo producida en juicio, no existe ninguna explicación de 
cómo es que sucedieron los hechos. La siguiente cuestión, sería 
establecer cuándo sucedieron los hechos, pero tampoco se puede llegar 
a dicho conocimiento con el material probatorio desahogado en el debate, 
pues como ya se indicó, no existe ninguna prueba que se refiera a estas 
circunstancias y ya que incluso cuando a lo asumo se pudiera pretender 
que la perito médico ********** estableció que fueron el ******** de ******** 
de 2022, en ningún momento precisó una cuestión horaria para poderlo 
tener por sentado, y todas estas omisiones, evidentemente, pesan en 
contra de Fiscalía, aunque se pretenda realizar este ejercicio traslativo 
de responsabilidades en el cual evidentemente, si bien es cierto que 
estamos en un sistema de libertad probatoria, esto no puede dejar de 
lado el hecho de que esa libertad probatoria, aún con las probanzas 
existentes, todas y cada una de ellas tienen que cumplir ciertos requisitos 
y que esto se desprende de nuestro sistema valórico, es decir, de la libre 
valoración de la prueba conforme los numerales 359 y 402 del Código 
Nacional de Procedimientos Penales, porque aun así se debe de analizar 
de manera lógica, se debe de analizar en base a principios, es decir, 
idoneidad, necesidad, licitud, pertinencia, conducencia y en el caso que 
nos ocupa, se insiste, ninguno de los cuatro pretendidos testigos de cargo 
hizo referencia a esto. 

 
Ello es así, porque, como se indicó, parten de premisas falaces, 

pues como bien lo señaló la defensa, la perito **********en ningún 
momento dio una certeza de que en el caso en particular, la conducta 
atribuida por la Fiscalía al ahora acusado, haya sido un acto ejecutivo 
idóneo para privar de la vida a una persona, y si bien dio esas respuestas 
afirmativas para la teoría del caso del Ministerio Público, fue al momento 
de indicar que el hecho de apretar el cuello sí es apto o es idóneo para 
privar de la vida una persona; empero, eso es en un tema genérico, 
cuando se le pregunta por parte de la defensa, quien adecuadamente 
realizó su labor en el sentido de especificar si esto era idóneo en el caso 
particular, la perito en mención no dio certeza, incluso solamente se habla 
de una probabilidad, pero el compromiso que se debe de tener en un 
respeto irrestricto de derechos humanos y primordialmente de la 
presunción de inocencia, es no juzgar en base a probabilidades en este 
estadio procesal. Ese estándar probatorio sería apto e idóneo para una 
etapa previa, como ya lo fue la vinculación a proceso; pero, en el caso de 
una sentencia se debe de tener una certeza. Y esto se destaca porque 



 
 

 
dicha experta habló de que el hecho de esa zona puede tenerse como 
vital, por temas de la presión, la fuerza, el tiempo y demás circunstancias, 
pero evidentemente ella fue certera en señalarlo. Tan es así que habla 
de lesiones externas y no internas, y la clasificación jurídica la estableció 
en el sentido de que evidentemente estas lesiones no ponían en riesgo 
la vida, la factibilidad para que este acto ejecutivo pueda ser en términos 
del artículo 31 del Código Penal vigente en el Estado, es decir, que para 
que la tentativa sea punible, el acto debe de ser idóneo, no solamente en 
un grado de probabilidad, incluso el Magistrado de la Décima Tercera 
Sala del Tribunal Superior de Justicia del Estado ha sido constante en 
señalar estos puntos que adecuadamente sostiene dicha autoridad y que 
el suscrito juzgador comparte, porque en el caso estos actos ejecutivos, 
como se puede entender de las propias afirmaciones de la perito en la 
materia, no todo hecho donde se presiona el cuello de una persona va a 
ser idóneo para poder privarla de la vida y ella misma nos lo explica, es 
decir, se trata de un tema de fuerza, tiempo, incluso la complexión física 
y demás particularidades. 

 
Ahora bien, las afirmaciones son de que las petequias que advirtió 

en el cuerpo de la denunciante, como se pretende establecer en base a 
la información que señala Ministerio Público, habla de que 
frecuentemente se presentan de esa manera, que pues existe esa 
posibilidad, incluso cuando habla de la posibilidad de un desmayo y 
demás circunstancias, también se habla para para ella de una posibilidad 
o probabilidad, y en el caso dicha prueba, en todo caso sería la idónea 
para justificarnos que este acto ejecutivo fue idóneo para poder ocasionar 
la privación de la vida, pero dicha facultativa no afirmó tajantemente lo 
anterior, es decir, si ese acto era idóneo y pertinente, entonces 
evidentemente lo deja en un estadio de probabilidad, lo cual pues no es 
compatible con una sentencia del estándar probatorio que se refiere a 
una sentencia definitiva. 

 
Retomando la experticia de la psicóloga **********, por más que 

haya señalado el hecho de pues la vulneración psicoemocional a que 
hizo mención, nuevamente volvemos a los puntos de no tenemos 
justificado en el caso en particular, que fue lo que la causó, pues no existe 
ninguna circunstancia de modo como ya se indicó, ya que en este juicio, 
la única persona que podría brindar la versión sobre esas circunstancias, 
sería la denunciante, quien como ya se dijo no compareció al juicio. 

 
Por su parte, el dicho de **********, única y exclusivamente puede 

ser apto y suficiente para poder generar una certeza de que existieron 
actos de investigación y de que se fijaron los 2 lugares de los hechos ya 
señalados, pues hasta ahí es la conducencia que puede tenerse. 

 
Y en el caso de **********, se reitera, solamente informó sobre la 

relación existente entre la pretendida víctima y el ahora acusado. 
 

Siendo así, evidentemente, que al no acreditarse las 
circunstancias de tiempo y de modo en la ejecución de los hechos, como 
bien lo señaló la defensa, en el caso en particular, el segundo de los 
momentos, prácticamente la prueba es nula, ya que en todo caso única 
y exclusivamente se establece el lugar de los hechos sin que pues en 
ningún momento se haga alusión a alguna otra circunstancia de tiempo, 
lugar y modo. 
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En este contexto, es evidente que ante estas carencias, el 

Ministerio Público no ha cumplido con su obligación de justificar su teoría 
del caso. 

 
Ello no obstante que, la Representación Social, señale en su 

alegato de clausura que en el presente caso deberá tomarse en 
consideración que la víctima pertenece a un grupo prioritario y vulnerable, 
y que se debe valorar la prueba con perspectiva de género, incluso esta 
misma perspectiva fue citada por la asesoría jurídica. 

 
En ese sentido, es importante señalar que el derecho humano de 

la mujer a una vida libre de violencia y discriminación deriva en forma 
expresa de los artículos 1 y 4 primer párrafo, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, y en su fuente convencional en los 
artículos 2, 6, y 7 de la Convención Interamericana para Prevenir, 
Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención Belém Do 
Pará), así como el dispositivo legal 16 de la Convención Sobre la 
Eliminación de todas las Formas de Discriminación en contra de la Mujer. 

 
El artículo 1 de nuestra Carta Magna indica que toda persona 

gozará de los Derechos Humanos reconocidos en esta Constitución y en 
los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, y 
que las normas relativas a derechos humanos se interpretaran de 
conformidad con la Constitución y los tratados referidos favoreciendo la 
protección más amplia a las personas. 

 
En el caso del derecho humano de las mujeres a una vida libre de 

violencia, los estándares nacionales como internacionales son claros en 
establecer que las autoridades Estatales no solamente deben condenar 
toda forma de discriminación basada en el género, sino que están 
obligadas a tomar medidas concretas para lograrlo, lo anterior se traduce 
en el deber como toda autoridad, incluida esta, de actuar con perspectiva 
de género, lo cual pretende combatir argumentos estereotipados e 
indiferentes para el pleno y efectivo ejercicio del derecho a la igualdad. 

 
Acorde con la mencionada normatividad, el Estado Mexicano 

promulgó y aprobó la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida 
Libre de Violencia, con la cual se pretende prevenir, sancionar y erradicar 
la violencia contra las mujeres, así como los principios y modalidades 
para garantizar su acceso a una vida libre de violencia que favorezca en 
todo momento su desarrollo y bienestar conforme a los principios de 
igualdad y no discriminación, así como para garantizar plenamente la 
democracia, el desarrollo integral y sustentable que fortalezca la 
soberanía y el régimen democrático establecidos en la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 
En dichos instrumentos internacionales se establece la obligación 

por parte de las Autoridades de tomar medidas apropiadas para asegurar 
el pleno desarrollo y adelanto de la mujer, con el efecto de garantizarle el 
ejercicio y goce pleno de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales, principalmente su dignidad, estableciéndose el derecho 
a toda mujer a una vida libre de violencia tanto en el ámbito público como 
privado, esos derechos de ninguna forma pueden ser interpretados en 
forma limitativa, por el contrario, son la base mínima, pues en el 
mencionado artículo 1 de la Constitución Política del País, señala 
categóricamente que en materia de Derechos Humanos se debe de 



 
 

 
acudir a la norma más amplia o a la interpretación más extensiva, lo que 
es conocido como el principio “pro persona”. 

 
En aras de garantizar esos derechos humanos en favor de las 

mujeres, en el ámbito local el Congreso del Estado de Nuevo León, 
expidió la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, 
para prevenir, atender, sancionar y erradicar la violencia de que son 
objeto las mujeres, así como en establecer los principios y modalidades 
para garantizar su acceso a una vida libre de violencia que favorezca su 
desarrollo y bienestar conforme a los principios de igualdad y no 
discriminación. 

 
Al respecto, se puntualiza que juzgar con perspectiva de género, 

de acuerdo a la interpretación que han realizado los Tribunales 

Colegiados de Circuito en la tesis con registro digital 201277312, en la que 
señalan que los órganos jurisdiccionales deben de juzgar bajo este 
principio sin embargo, esto no significa que se deba resolver el fondo de 
asunto conforme a las pretensiones de las partes que invoquen tal 
principio. 

Tal criterio en mención, señala que este reconocimiento de los 
derechos de una mujer a una vida libre de violencia y de acceso a la 
justicia en condiciones de igualdad, exige que todos los órganos 
jurisdiccionales impartan justicia con perspectiva de género, y esto 
constituye un método que pretende detectar y eliminar todas las barreras 
y obstáculos de discriminación a las personas por condicione de sexo o 
de género e implica juzga considerando las situaciones de desventaja por 
cuestiones de género. 

 
Sin embargo, esta misma tesis establece que no deberá dejar de 

observarse los requisitos de procedencia y de fondo previstos en las 
leyes nacionales para la interposición de cualquier medio de defensa, y 
que las formalidades procesales son la guía que hace posible arribar a 
una adecuada resolución, por lo tanto, el principio de juzgar con 
perspectiva de género, resulta insuficiente para declarar procedente lo 
improcedente. 

 
En esta línea argumentativa, aun bajo esta perspectiva de género, 

no es factible tener por acreditado el hecho materia de acusación, puesto 
que en ninguna probanza que se desahogó en la audiencia de juicio, se 
logran justificar las circunstancias espacio-temporales ni modales de la 
comisión delictiva, y no por el hecho de que la parte víctima se trate de 
una mujer, implica que se vulneren los derechos que tiene una persona 
acusada a poder ejercer el contradictorio, a ser juzgado en audiencia 
pública conforme a las pruebas incorporadas por partes, y que además 
se le otorgue oportunidad de poder ejercer el derecho a la contradicción. 

 
 
 

 

12 PERSPECTIVA DE GÉNERO. LA OBLIGACIÓN DE LOS ÓRGANOS JURISDICCIONALES 
DE JUZGAR BAJO DICHO PRINCIPIO, NO SIGNIFICA QUE DEBAN RESOLVER EL FONDO 
DEL ASUNTO CONFORME A LAS PRETENSIONES PLANTEADAS POR LAS O LOS 
GOBERNADOS. Registro digital: 2012773. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Décima 
Época. Materia(s): Constitucional. Tesis:II.1o.1 CS (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación. Tipo: Tesis Aislada. Amparo en revisión 402/2015. Alberto Odilón Isidro Muñoz. 
3 de diciembre de 2015. Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Alberto Casasola Mendoza. 
Secretario: Carlos A. Alonso Espinosa. 
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En este sentido, tenemos que con las pruebas que la fiscalía trajo 

a la audiencia de debate, aun y cuando estamos ante la presencia de una 
persona que corresponde a un grupo vulnerable, lo cierto es que no se 
puede declarar procedente lo improcedente como lo cita la tesis antes 
invocada, ello en razón de que no existe prueba suficiente que logre 
justificar siquiera la proposición fáctica que hace el Ministerio Público en 
su acusación. 

 
Tenemos también que, resolver en el sentido que pretende la 

fiscalía, implicaría que se vulnere el derecho de presunción de inocencia 
y el derecho que tiene el acusado y su defensa de interrogar a los testigos 
en el proceso penal. Además de que se estaría delegando la obligación 
del Ministerio Público, que es quien tiene la carga de localizar a sus 
testigos y de lograr su comparecencia ante el juez, pues así lo ha 
interpretado la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, en la tesis con número de registro electrónico 201433913. 

Ante estas condiciones, al no justificarse siquiera los hechos, 
materia de acusación, resulta innecesario realizar algún análisis y 
pronunciamiento de tipicidad con respecto de los ilícitos de feminicidio en 
grado de tentativa y equiparable a la violencia familiar, mucho menos se 
puede entrar al análisis de si esta acción, de manera dolosa o existe una 
autoría por parte de **********, pues en el caso en particular todavía se 
hace más fehaciente y patente el hecho de que pues no se cumple con 
esta postura, pues el testigo que en teoría podía apoyar y brindarnos esa 
información que en todo caso pudiese haber tenido la idoneidad para 
poder corroborar lo que obtuvo la información que se en su momento se 
pudo haber obtenido por llamada telefónica lo es **********, quien en base 
incluso a esta relación de parentesco y que se señala, pues ha dicho de 
la propia víctima, lo calificó como su padre, pues así se estableció en los 
hechos materia de acusación, y aún con esta relación de filiación o de 
confianza existente, el señor **********fue consistente en señalar que no 
tenía conocimiento de sus hechos, lo cual, por sí mismo refuta la teoría 
del caso del Ministerio Público, por lo tanto, lo que genera es duda 
precisamente del mérito de su caso. 

 
Sentido del fallo. 

 
Por los motivos antes expuestos, se consideran fundados en lo 

conducente los alegatos vertidos por la defensa; y acorde a lo establecido 
en los numerales 402 y 405, fracción I del Código Nacional de 
Procedimientos Penales, así como el numeral 20, apartado A), fracción 
VIII, de la constitución política federal, el cual establece que el juez sólo 
condenará cuando exista convicción de la culpabilidad; por lo tanto, se 
dicta sentencia absolutoria a favor de **********, al no acreditarse la 
existencia de los hechos materia de acusación, y por ende, tampoco se 
comprueba la materialización de los delitos de feminicidio 

 

 

13 DERECHO A INTERROGAR TESTIGOS EN EL PROCESO PENAL. POR EL PRINCIPIO DE 
PRESUNCIÓN DE INOCENCIA, EL MINISTERIO PÚBLICO ES QUIEN TIENE LA CARGA DE 
LOCALIZAR A LOS TESTIGOS DE CARGO A FIN DE LOGRAR SU COMPARECENCIA ANTE 
EL JUEZ. Tesis: 1a. XLVII/2017 (10a.). Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. 
Libro 42, Mayo de 2017, Tomo I, página 465. Tipo: Aislada. Amparo directo en revisión 3048/2014. 
24 de agosto de 2016. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Patricia del Arenal 
Urueta. 



 
 

 
en grado de tentativa y equiparable a la violencia familiar, y menos 

aún la responsabilidad penal del referido acusado. 

 
Consecuentemente, de conformidad con los artículos 401 y 405 

del Código Nacional de Procedimientos Penales, en virtud del sentido 
absolutorio del presente fallo dictado en favor del acusado **********, se 
ordenó desde el día 28 de mayo del presente año, fecha en que se emitió 
verbalmente el presente fallo, el levantamiento de la medida cautelar 
de prisión preventiva que cumplía el acusado, por lo que se envió el oficio 
correspondiente al Alcaide del Centro de Reinserción Social Número 1 
Norte, a fin de que dejara al antes nombrado en inmediata libertad. 

 
Comunicación de la decisión. 

 
Notifíquese a las partes la presente resolución, informándoles que 

en caso de inconformidad con la misma, podrán interponer recurso de 
apelación, dentro de los diez días, siguientes a que sean legalmente 

notificados de esta sentencia, ello conforme a lo dispuesto por el artículo 
471 del Código Nacional de Procedimientos Penales. 

 
Una vez que cause firmeza esta determinación, remítase copia 

autorizada de la sentencia a las autoridades administrativas respectivas, 
para los efectos legales conducentes. 

 
Puntos Resolutivos. 

Primero: No se acreditaron los hechos materia de acusación y, 
por ende, tampoco los delitos de feminicidio en grado de tentativa y 
equiparable a la violencia familiar, así como tampoco la 
responsabilidad que en la comisión de los mismos se le atribuyó a 
**********; por lo que se dicta en favor del mismo sentencia absolutoria, 
por dichos ilícitos, dentro de la presente carpeta judicial. 

Segundo: En consecuencia, desde el día 28 de mayo del presente 
año, fecha en que se emitió verbalmente el presente fallo, el 
levantamiento de la medida cautelar de prisión preventiva que cumplía 

el acusado, por lo que se envió el oficio correspondiente al Alcaide del 
Centro de Reinserción Social Número 1 Norte, a fin de que pusiera a 
********** en inmediata libertad. 

 
Tercero: Notifíquese a las partes la presente resolución, 

informándoles que en caso de inconformidad con la misma, podrán 
interponer recurso de apelación, dentro de los diez días siguientes a 
que sean legalmente notificados de esta sentencia. 

 
Cuarto: Una vez que cause firmeza esta determinación, remítase 

copia autorizada de la sentencia a las autoridades administrativas 
respectivas, para los efectos legales conducentes. 

Así lo resuelve y firma14, en nombre del Estado de Nuevo León, el 
licenciado Ángel Arturo Ramírez Costilla, Juez de Control y de Juicio 

Oral Penal del Estado, actuando de manera unitaria. 
 

14 Documento que contiene firma electrónica avanzada, de conformidad con el Acuerdo General Número 07/2017, del Pleno del Consejo de 
la Judicatura del Estado de Nuevo León, de fecha 07-siete de Abril del año 2017-dos mil diecisiete, por el que se establecen las reglas para 
la implementación y uso, así como el inicio de la firma electrónica avanzada (FIEL) certificada del Sistema de Administración  Tributaria 

en documentos, actuaciones y resoluciones judiciales. 
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Este documento constituye una versión pública de su original. En consecuencia, se suprimió toda aquella 
información considerada legalmente como confidencial, en virtud de encuadrar en los supuestos normativos 
previstos en el artículo 3 de la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados y 

en los artículos 3 y 141 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Nuevo León. 
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